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Introduccién

Uno de los temas mis tratados en los tltimos diez afios dentro del Derecho
Publico espaiiol ha sido, sin duda, el relativo a la incidencia del proceso de inte-
gracion europea en el Estado de las Autonomias. Se trata de una de esas cuestio-
nes, no tan abundantes en Espafia, donde doctrina, reivindicacién y prictica po-
litico-administrativa discurren méis o menos parejas, dando muestras de una
vitalidad inusual en nuestro espectro institucional. No se pretende en estas pagi-
nas, en absoluto, abordar la cuestién de una manera global; su objeto es, exclu-
sivamente, plantear los problemas pendientes de solucién a partir de las noveda-
des que ha aportado el afio 1994 en lo que atafie a la articulacién entre
Comunidades Auténomas, Estado y Unién Europea, novedades de gran tras-
cendencia en ese proceso de “integracion descentralizada”. En todo caso, como
demuestra la experiencia habida hasta ahora en esta materia, el dinamismo
que posee hard que, pronto, lo que aqui pueda plantearse se vea superado por
una realidad rica y cambiante que, ni desde la “quiromancia juridica” puede
preverse.

Tres son los datos més destacables de lo acaecido en relacién con la posicién
de las Comunidades Auténomas respecto de la integracién europea. En primer
lugar, la reivindicacién poh’tica de las Comunidades Auténomas de un mayor

“protagonismo europeo” ha sido una constante que ha tenido su méxima mani-
festacion en la importancia que la cuestién alcanzé en el Debate sobre el Estado
de las Autonomias que inauguré la Comisién General de las Comunidades Au-
ténomas. En segundo lugar, la jurisprudencia constitucional ha tenido oportu-
nidad, como en afios anteriores, de ocuparse de cuestiones relacionadas con la
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articulacién entre Comunidades Auténomas, Estado y Unién Europea; las no-
vedades mis importantes, y lo son bastante, las ha traido la Sentencia 165/1994,
relativa a la Oficina vasca en Bruselas. En tercer y tltimo lugar, la Conferencia
para Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas se ha consolidado
como instrumento de articulacién entre el Estado y las Comunidades Auténo-
mas; por una parte, el 14 de junio de 1994 aprobé su Reglamento Interno (BOE
de 10 de noviembre); por otra, ha alcanzado su primer acuerdo no organizativo
de caricter general al firmarse el 30 de noviembre de 1994 el Acuerdo sobre la
Participacion Interna de las Comunidades Auténomas en los Asuntos Comunita-
rios Europeos a través de las Conferencias Sectoriales'.

Por otra parte, las reformas llevadas a cabo en la mayor parte de los paises
descentralizados de la Unién Europea con ocasidn, o coincidiendo, con el pro-
ceso de ratificacién del Tratado de Maastricht (Bélgica y Repuiblica Federal de
Alemania) o al hilo de la integracién en la Unién (Austria), también han supues-
to un motor externo para el debate en Espaiia.

Desde otra perspectiva, hay que destacar, asimismo, la consolidacién del
Comité de las Regiones como érgano de representacion de los entes territoriales
en el seno de la propia Unién Europea. No obstante, esta cuestién va a quedar
fuera de este trabajo, limitado a los aspectos internos del tema. Baste con desta-
car el protagonismo institucional y politico que las Comunidades Auténomas
espafiolas estdn adquiriendo en el seno del Comité; un simple botén de muestra
puede encontrarse en la beligerante actitud adoptada frente al Proyecto de Or-
ganizacién Comun del Vino elaborado por la Comisién y que se saldé con el
rechazo de dicho proyecto por el Comité.

A continuacién van a intentarse sistematizar los contenidos mds importantes
de los avances habidos en la esfera interna para, posteriormente, hacer referen-
cia a lo que podria denominarse los “temas pendientes” de la descentralizacién
del proceso de integracién europea en nuestro pais. No obstante, hay que sefialar
que se va a pasar por alto el anilisis del contenido del Acwerdo sobre la Participa-
cién Interna de las Comunidades Auténomas en los Asuntos Comunitarios Eu-
ropeos a través de las Conferencias Sectoriales, que ha sido objeto especial de
atencién por el trabajo presentado por Enoch Albert{; también se dejaran aparte
las cuestiones de Derecho Comparado, expuestas por Eduard Roig.

1. Recuérdese que la Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Eu-
ropeas si ha llegado con anterioridad a Acuerdos especificos de tipo material: el 29 de no-
viembre de 1990 se firmé el Acuerdo para regular la intervencion de las Comunidades Auto-
nomas en las actuaciones del Estado en procedimientos precontenciosos de la Comisién de las
Comunidades Europeas y en los asuntos relacionados con el Tribunal de Justicia de las Co-
munidades Europeas que afecten a sus competencias, y el Acuerdo en materia de Ayudas Pi-
blicas. Desde el punto de vista orginico, se ha llegado a dos Acuerdos generales: el de Insti-
tucionalizacién de la propia Conferencia (29 de octubre de 1992) y el de aprobacién de su
Reglamento Interno, al que se ha hecho referencia en el texto.
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El fundamento constitucional de las “Acciones europeas” de las
Comunidades Auténomas

Desde antes, incluso, de que Espaiia se integrara en la Comunidad Europea
existié un consenso casi total tanto politico como doctrinal sobre la necesidad
de que las Comunidades Auténomas tuvieran su papel institucional en la inte-
gracién europea; ahora bien, ese consenso casi total se trastrocaba en una pe-
quefia “Torre de Babel” cuando se intentaba determinar el alcance exacto de ese
papel y su concreto fundamento constitucional. No es éste el lugar para exten-
derse en los debates que esas cuestiones suscitaron. Baste con indicar que, poco
a poco, el tema fue clarificindose en lo que atafie a la denominada fase descen-
dente o de ejecucidén de las obligaciones comunitarias; mis lento estd siendo, en
cambio, el proceso en lo relativo a la fase ascendente de formacién de la politica
comunitaria espafiola. '

Por lo que se refiere a la ejecucién de las obligaciones europeas, y con inde-
pendencia del mayor o menor acierto en su aplicacién en cada caso concreto, la
STC 252/1988 (Comercio de Carnes) senté una doctrina que, en grandes rasgos,
es la imperante y cominmente aceptada, y que ha sido confirmada y desarrolla-
da con posterioridad por distintas resoluciones.

Sin embargo, ninglin asunto planteado ante el Tribunal Constitucional ha
suscitado un problema claramente encuadrable en la fase ascendente de forma-
cién de la politica comunitaria espafiola, y, en su caso, de participacién en la
formacién del propio Derecho Comunitario. No obstante, como ya se ha ade-
lantado, la STC 165/1994 (Oficina vasca en Bruselas) ha introducido elementos
nuevos en la valoracién constitucional del “hecho comunitario” desde la pers-
pectiva de la forma territorial del Estado. Aunque esta decisién no versa exacta-
mente sobre un tema de formacién de la politica comunitaria, su doctrina puede
proyectarse en esa direccién, asi como, incluso, en la de la fase descendente. En
efecto, desde la perspectiva del fundamento constitucional de las actuaciones de
las Comunidades Auténomas en materia europea el paso significativo de la Sen-
tencia es destacar, en la linea de la defendido por la doctrina, el caricter consti-
tucionalmente sui generis que posee la integracién supranacional, sin que pueda
identificarse autométicamente su elemento externo con el que generalmente ca-
racteriza las relaciones internacionales: “... cuando Espafia actia en ‘el~imbito de
las Comunidades Europeas lo estd haciendo en una estructura juridica que es
muy distinta de la tradicional de las relaciones internacionales. Pues el desarrollo
del proceso de integracion europea ha venido a crear un orden juridico, el comu-
nitario, que para el conjunto de los Estados componentes de las Comunidades
Europeas puede considerarse a ciertos efectos como ‘interno”.

Esta decisién parece, pues, reforzar la idea de que el fundamento constitu-
cional de las acciones de las Comunidades Auténomas con trascendencia euro-
pea estd en los correspondientes titulos a los que sean materialmente suscepti-
bles de ser reconducidas esas acciones atendiendo a su naturaleza substantiva.
Esta idea no sélo se predica respecto de la ejecucién, cuestién pacifica desde la
STC 252/1988, sino, como era el caso, también se predica respecto de las actua-
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ciones informativas a través de oficinas de contacto o enlace, es decir, de ac-
tuaciones externas en el seno de la propia Unién Europea, lo que contrasta con
la rigidez manifestada en decisiones anteriores. No hay ningin dato, sino mis
bien lo contrario, que deba llevar a excluir ese mismo fundamento en lo que res-
pecta a la fase ascendente de formacion de la voluntad estatal en materia comu-
nitaria. Y ello no sélo por una posible aplicacién analégica, sino porque dicho
fundamento estd en la raiz misma del fenémeno de la integracién, independien-
temente del tipo de actuacidn de que se trate.

De la afirmacién del fundamento constitucional material de las acciones eu-
ropeas de las Comunidades Auténomas pueden extraerse algunas consecuencias
practicas de cierto interés. En primer lugar, como ya se ha apuntado, se ratifica
y refuerza el fundamento constitucional dado desde la STC 252/1988 a la ejecu-
cién del Derecho europeo por las Comunidades Auténomas. En segundo lugar,
como claramente se desprende de la STC 165/1994, se da legitimidad constitu-
cional a las actuaciones externas que en el dmbito comunitario desarrollan las
Comunidades Auténomas, y, en particular a las de las oficinas de enlace. Ello
no quiere decir, en todo caso, que no existan limites impuestos por la necesaria
coherencia de la politica exterior espafiola, en la que se sigue incluyendo, a pesar
de sus particularidades, la politica comunitaria europea. En tercer lugar, si el
fundamento constitucional de las actuaciones ascendentes de las Comunidades
Auténomas reside en sus propias competencias, hay que excluir que dicho fun-
damento se encuentre en un simple interés de participacién basado en el princi-
pio de cooperacién, tal y como en un principio se defendié por buena parte de
la doctrina. La consecuencia politica que de ello debe extraerse es que la partici-
pacién de las Comunidades Auténomas en la formacién de la politica comuni-
taria no es ya un problema de cooperacién en tareas estatales, sino una auténtica
exigencia constitucional: se trata de articular un sistema no para participar en
una funcién estatal, sino para que las Comunidades Auténomas puedan ejercer
correctamente sus competencias mediante el desarrollo de una funcién propia,
en lo que no han sido transferidas ex art. 93 de la Constitucién.

Las oficinas en Bruselas

Junto al alcance teérico que puede darse a la doctrina de la STC 165/1994,
esta decisién tiene la virtualidad de zanjar otra de las cuestiones que se encon-
traban pendientes en materia comunitaria: la relativa a la regularidad de las ofi-
cinas de enlace de las Comunidades Auténomas con las instituciones europeas.
El tema es bastante conocido y la STC 165/1994 resulta muy clara al respecto,
comentandose casi por sf sola. Baste con destacar que lo que realmente se cues-
tionaba no era la existencia misma de oficinas de las Comunidades Auténomas
en Bruselas, prictica generalizada y “tolerada” en Espafia y en los demés paises
descentralizados de la Unién Europea. El tema a debate era el de si dichas ofici-
nas podian tener un estatuto juridico enteramente publico, como era el caso de
la solucién adoptada en su dia por el Pais Vasco en el Decreto que se impugnd
por el Gobierno de la Nacién. El Tribunal Constitucional niega relevancia a la
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férmula juridica que se adopte, encontrando justificacién constitucional a que
una Comunidad Auténoma quiera contar con una oficina de enlace, cualquiera
que sea la forma juridica que adopte. Lo relevante constitucionalmente es que
en su actuacién respete el orden de competencias. Dicho de otra forma, lo im-
portante es que entre las funciones de dichas oficinas no se encuentre ninguna
de naturaleza diplomaitica, por ser el ius legationis parte de la competencia exclu-
siva del Estado en materia de relaciones internacionales, y que en el ejercicio de
dichas funciones no se interfiera en el resto del contenido de dicho titulo; la pro-
pia Sentencia lo resume al afirmar que “la posibilidad de las Comunidades Auto-
nomas de llevar a cabo actividades que tengan una proyeccién exterior debe en-
tenderse limitada a aquellas que, siendo necesarias, o al menos convenientes, para
el ejercicio de sus competencias, no impliquen el ejercicio de un ius contrahend1
no originen obligaciones inmediatas y actuales frente a poderes piblicos extranje-
ros, no incidan en la politica exterior del Estado, y no generen responsabilidad de
éste frente a Estados extranjeros u organizaciones inter o supranacionales”.

Con independencia de la aplicacién de esta doctrina al tema de las oficinas
de enlace, del tenor de la propia Sentencia parece deducirse que su alcance va
mis alli, proyectindose sobre otro tipo de actuaciones, mis o menos institucio-
nalizadas, de las Comunidades Auténomas, y no restringiéndose, necesariamen-
te, al 4mbito estricto de la Unién Europea, ya que se alude, como se ha visto, a
“Estados extranjeros u organizaciones inter o supranacionales”. Con ello se atem-
pera la extrema rigidez de la doctrina en su dia sentada en la STC 137/1989 (Co-
municado de colaboracién). Por 1ltimo, conviene destacar, también, que la Sen-
tencia deja a las Comunidades Auténomas un margen de apreciacién politica al
sefialar que las actividades externas constitucionalmente tolerables no son sélo las
necesarias para el correcto ejercicio de sus competencias, sino las “convenientes”.

El asentamiento de la Conferencia para asuntos relacionados con las
Comunidades Europeas

Como previamente se adelantd, otra de las novedades registradas en el tema
de la articulacién entre el Estado y las Comunidades Auténomas en materia eu-
ropea es el asentamiento de la Conferencia para Asuntos Relacionados con las
Comunidades Europeas como elemento central de dicha articulacién. Este he-
cho tiene su manifestacién institucional bisica en la aprobacién del Reglamento
Interno de la Conferencia, y la funcional en la conclusién del Acxerdo de Parti-
cipacion Interna de las Comunidades Auténomas en los Asuntos Comunitarios,
hechos ambos registrados en 1994. Como ya se adelantd, este tema ha sido tra-
tado por Enoch Alberti, a cuyas paginas me remito como punto de partida para
abordar algunas de las cuestiones que siguen.

¢Multilateralidad versus bilateralidad?

Antes de entrar en el planteamiento de lo que al inicio se han denominado
“temas pendientes”, y como cuestién previa, habria que realizar de forma breve
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una reflexién sobre uno de los principios del modelo espafiol de articulacién te-
rritorial del Estado en materia europea. Como es bien sabido, una de las cues-
tiones politicas més dificil de resolver en el Estado de las Autonomias es el de la
naturaleza bilateral o multilateral de las relaciones entre el poder central y las
Comunidades Auténomas. Dentro de éstas, las denominadas “Histéricas” han
defendido, en general, y con mayor o menor “entusiasmo”, un sistema de rela-
ciones bisicamente directas con el Estado, mientras que éste y la mayoria de las
Comunidades Auténomas “no histdricas” se han pronunciado, como linea ge-
neral, en favor de un modelo multilateral de relaciones. El terreno de la politica
comunitaria europea es uno de los que ha suscitado este debate en mayor medi-
da; buena prueba de ello es el Informe sobre la participacion de Euskads en la
Construccion Eunropea, y la negativa, hasta el momento, de esta Comunidad Au-
ténoma a entrar en el modelo de la Conferencia, reivindicando un modelo de
relacién con las autoridades centrales fundamentalmente bilateral.

Desde una perspectiva general, razones técnicas y politicas han conducido,
como es sabido, a un disefio de relaciones multilaterales, del que es fruto el sis-
tema de Conferencias Sectoriales establecido por la Ley 12/1983, del Proceso
Autonémico (art. 4) y consagrado en la Ley de Régimen Juridico ‘de las Admi-
nistraciones Piblicas y Procedimiento Administrativo Comun (art. 5). A este
modelo responde, aunque con particularidades por su caricter “no sectorial”, la
creacién y el funcionamiento de la Conferencia para Asuntos Relacionados con
las Comunidades Europeas. La aprobacién del Acuerdo de Participacion Inter-
na de las Comunidades Auténomas en los Asuntos Comunitarios es una pieza
mis de ese modelo. El mismo, y dejando al margen otras consideraciones, tiene
una légica evidente: es materialmente imposible desarrollar una politica comu-
nitaria con 18 actores (17 Comunidades mis el Estado) en diecisiete foros dis-
tintos. La légica y, posiblemente, exigencias constitucionales hacen que exista
un foro de relacién (las Conferencias) con dos voluntades: la estatal y la “posi-
cién comin” de las Comunidades Auténomas.

Ahora bien, lo anterior no supone, ni puede suponer, la exclusién de las relacio-
nes bilaterales. “Hechos diferenciales”, elementos técnicos y politicos mis o menos
coyunturales, exigencias de las propias cuestiones a debatir en cada caso son algu-
nos de los elementos que aconsejan, a menudo, que, paralelamente a las relaciones
multilaterales, hayan de seguir funcionando vias bilaterales de relacién con el Esta-
do o, incluso, multilaterales que incluyan sélo a algunas Comunidades Auténomas.
No debe olvidarse a este respecto que el propio Acuerdo de Institucionalizacion de
la Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Europeas asi lo
prevé (Apdo. Tercero, 2). No existe incompatibilidad entre ambos criterios.

A pesar de la compatibilidad entre ambos criterios, la relacién multilateral
exige un grado de formalizacién mucho mayor como requisito técnico de fun-
cionamiento e, incluso, como garantfa de la defensa de los distintos intereses y
competenc1as en juego, puesto que presupone algin grado de publicidad en la
negociacién y en la toma de decisiones. La relacién bilateral, en cambio, tiene
una dimensién politica y coyuntural mucho mayor y, por ello, menos suscepti-
ble y necesitada de formalizar.
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Esta formalizacién de la relacién multilateral tiene, en todo caso, sus conse-
cuencias, de entre las que cabe destacar al menos dos; la primera es que el
Acuerdo supone un compromiso de establecer como via ordinaria de relacién la
multilateral, de forma que la relacidn bilateral actuard siempre como accesoria o
complementaria y, l6gicamente, en general, previa y preparatoria de la accién de
las Conferencias en tanto en cuanto son las decisiones alcanzadas en éstas las
que politicamente vinculan. Hay, sin embargo, supuestos en los que la relacién
bilateral puede producirse no sélo en el contacto politico y/o técnico previo a
una actuacion en materia comunitaria; se trata de asuntos que afecten sélo a una
o a algunas Comunidades Auténomas, supuestos en los que someterse a todo
un proceso formalizado de toma de decisién puede resultar desproporcionado y
contraproducente. Ahora bien, incluso en estos casos deberia crearse algin sis-
tema de informacién al resto de las Comunidades Auténomas a través de la co-
rrespondiente Conferencia por las consecuencias directas o indirectas que la de-
cisién pudiera tener para sus competencias e intereses.

Por otro lado, la opcién por un sistema multilateral de formacién de la vo-
luntad estatal conduce al problema de las relaciones entre las Comunidades Au-
ténomas, cuestién a la que més adelante se hard referencia.

Los nuevos retos de la integracién descentralizada

A la vista de las modificaciones formales introducidas en los dltimos meses
en la articulacién entre Estado y Comunidades Auténomas en materia comuni-
taria europea hay que constatar que esas modificaciones no han resuelto todas
las cuestiones pendientes e, incluso, en si mismas han suscitado nuevos interro-
gantes. Por ello puede resultar conveniente plantear sucintamente algunos “te-
mas pendientes”, haciendo propuestas, mis con afin de generar un cierto debate
que de ofrecer soluciones acabadas a un tema que, como se ha sefialado al inicio,
es en si mismo muy dindmico y dificil de formalizar en todos sus extremos.

Elproblema de la informacién

Tanto la prictica desarrollada hasta ahora en Espafia, como la experiencia de
otros pafses comunitarios ponen de manifiesto que el punto de partida para lle-
gar a un sistema aceptable de participacién de los entes territoriales en los temas
europeos estd en la obtencién de la informacién suficiente y temporinea que se
genera en y en torno a las instituciones comunitarias. Por ello, el Acuerdo de
1994 hace hincapié en la existencia de un suficiente flujo informativo entre Esta-
do y Comunidades, y viceversa, para que sea posible alcanzar los objetivos que
persigue tanto en la fase ascendente, como en la descendente. Sin embargo, la
solucidn adoptada en el Acuerdo resulta, quizis, insuficiente.

Se ha previsto que la canalizacién de ese abundante flujo informativo gene-
rado en las instituciones comunitarias, en el Estado y en las propias Comunida-
des Auténomas se produzca a través de las Conferencias Sectoriales. Esta solu-
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cién aporta un elemento de racionalidad por lo que supone de especializar la in-
formacién ratione materiae; sin embargo, tiene como inconveniente el que bue-
na parte de la informacidn, en especial la generada en las instituciones comuni-
tarias, deba pasar por la Conferencia Sectorial correspondiente, retrasando, a
menudo, la llegada a su destinatario. Ciertamente, en muchos casos las Comuni-
dades Auténomas podrin contar con esa informacién de manera directa al obte-
nerla a través de sus oficinas de enlace; pero no siempre ocurrird asi. Por otra
parte, tampoco parece que el Acuerdo en este punto resulte excluyente de otras
posibles vias de canalizar informacién; més bien, ha de pensarse que, dado su
objeto, lo que hace es establecer unas concretas obligaciones informativas que
s6lo pretenden satisfacer los minimos que exigen las actividades concretamente
reguladas en el Acuerdo, es decir, que se enmarcan en los procedimientos espe-
cificos de formacién de la voluntad estatal y de coordinacién de la ejecucién de
obligaciones comunitarias. El interés informativo de las Comunidades Auténo-
mas va més alld y no se circunscribe, sélo y necesariamente, a la perspectiva de
su participacién interna en asuntos europeos. Conocer la tramitacién de las fu-
turas normas y actos comunitarios, proyectos de programas y ayudas, datos es-
tadisticos sobre la situacién de sectores econémicos en el dmbito de toda la
Unién Europea son sélo algunos ejemplos de informaciones de interés para
las Comunidades Auténomas que no han de pasar, necesariamente, a través de
las Conferencias Sectoriales. Por otro lado, la automatizacién de la informacién
permite hoy acceder a ella de manera ripida y eficaz sin intermediarios que pue-
dan retrasar e, incluso, tamizar esa informacién. Por ello, una de las posibles li-
neas de actuacién futuras de la Conferencia de Asuntos Relacionados con las
Comunidades Europeas podria ser el establecimiento de algiin tipo de acuerdo
o convenio que permita a las Comunidades Auténomas conectarse directamente
a los bancos de datos comunitarios y estatales en los que puedan encontrar in-
formacién comunitaria que pueda resultar relevante para ejercer correctamente
sus competencias, en la linea de lo que se ha hecho en otros paises. Ello contri-
buiria, sin duda, a hacer realidad lo previsto en el Acuerdo de Institucionaliza-
cién de la Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades Euro-
peas, que establece precisamente la informacién como uno de los tres pilares
de la participacién de las Comunidades Auténomas en la materia (Apdo. Cuar-
to, 1, 1%).

sObservador de las Comunidades Auténomas?

El tema de la informacién comunitaria no se limita a la obtencién mds o me-
nos fria de datos; una correcta informacién exige un seguimiento de los proce-
sos en los que se genera. Ello hace que algunas Comunidades Auténomas no re-
nuncien a que se cree una institucién similar al Observador de los Lander
alemén, que tenga acceso a toda la informacién generada por las instituciones
europeas y por las autoridades espanolas que mds cercanamente se relacionan
con dichas instituciones. Una institucién de esta naturaleza puede canalizar de-
terminada informacién directamente a las Comunidades Auténomas vy, sobre
todo, puede llevar a cabo una primera ponderacién de la misma: viabilidad del
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dato, relevancia previsible para una decisién, primeras reacciones que ha genera-
do, etc... No deja de ser significativo a este respecto que la amplia reforma llevada
a cabo en Alemania de las relaciones entre Bund y Linder en materia europea
no haya supuesto la desaparicién del Observador de los Lander. La creacién o
no de una institucién de este tipo en Espafia sigue resultando, pues, una cues-
tion pendiente. En el caso de que se cree, la forma y estructura habrin de de-
pender, en gran medida, de cémo se articulen horizontalmente las propias Co-
munidades Auténomas, tema éste al que posteriormente se hard referencia.
Parece, en todo caso, que ha de tratarse de una institucién nacida de un Conve-
nio entre las Comunidades Auténomas, designada y financiada por éstas. Su es-
tructura habria de ser, al menos en lo basico, permanente y no tendria necesaria-
mente que responder a una estructura unipersonal.

Para garantizar que una institucién de este tipo cumple adecuadamente su
funcién, ha de articularse con la autoridad estatal, junto a la cual debe de desarro-
llar buena parte de sus funciones si quiere ser eficaz. Esa articulacién habria de ser
producto de un Acuerdo entre el Estado y las Comunidades Auténomas, que, 16-
gicamente, se suscribirfa en el marco de la Conferencia para Asuntos relacionados
con las Comunidades Europeas. Desde un punto de vista formal, el Observador de
las Comunidades Auténomas, cualquiera que fuera su denominacién, deberia
estar inserto como miembro de pleno derecho en la Representacién Permanente
espafiola ante la Unién Europea, ya que es a través de dicha representacién co-
mo se canaliza la inmensa mayoria de la informacién comunitaria hacia los Es-
tados. Légicamente, habria de contar con una doble dependencia; en cuanto
miembro de la Representacién Permanente estaria sujeto a la direccién y coor-
dinacién de dicha Representacién en su faceta externa; en cuanto a su trabajo
especifico, estaria sélo sujeto al érgano de coordinacién de las Comunidades
Auténomas, aunque su operatividad aconsejaria un amplio margen de actua-
cién. El correcto ejercicio de sus funciones aboga, también, por que el Ob-
servador pudiera acudir con voz tanto al érgano de coordinacién de las Co-
munidades Auténomas en materia comunitaria, de cuya Secretaria podria,
incluso, ocuparse, como a la Conferencia de Asuntos Relacionados con las
Comunidades Europeas; asimismo, cuando la naturaleza de los asuntos asi lo
aconsejara, habria de poder asistir a las Conferencias Sectoriales o a cualquier
otro foro Estado Comunidades Auténomas en el que se traten temas comunita-
rios europeos.

La presencia de las Comunidades Auténomas en las delegaciones
espariolas
:

La cuestién de la participacién de las Comunidades Autonomas en las dele-
gaciones espafiolas ante la Unién Europea se encuentra expresamente excluida
del Acuerdo de articulacién entre Estado y Comunidades Auténomas, siguien-
do con ello la decisién de diferirlo que marcé el propio Senado su Mocién de 28
de septiembre de 1994. Ciertamente, existen datos que pueden explicar este
aplazamiento, como la conveniencia de “rodar” la participacién interna, el ani-



LA PARTICIPACION DE LAS CCAA EN LA FORMACION DE LA VOLUNTAD DEL ESTADO 609

lisis de la experiencia de otros paises o el evitar poner a prueba el sistema duran-
te la Presidencia de la Unién Europea que corresponde a Espafia en el segundo
semestre de 1995. En todo caso, la reivindicacién existe y, antes o después, ha-
bri de afrontarse esta cuestidén, como lo han hecho otros paises comunitarios
europeos. Como en otros temas, las férmulas de cooperacién horizontal entre
Comunidades Auténomas también serin muy importantes para estructurar su
participacién en determinadas delegacxones espafiolas ante la Unién ya que lo
que es impensable es la participacién de diecisiete representantes de Comunida-
des Auténomas al mismo tiempo.

De cara a una correcta configuracién de la “participacién externa”, parece
razonable que exista un cierto paralelismo entre los procesos internos de forma-
cién de la voluntad espafiola y los medios de manifestarla. Asf, la divisién tri-
partita de materias segiin el reparto interno de competencias que ha hecho el
Acuerdo de 1994 podria ser, también, un punto de partida para articular la pre-
sencia de las Comunidades Auténomas en las delegaciones espafiolas. En el caso
de que se trataran preferentemente cuestiones que caen en la competencia exclu-
siva del Estado, la presencia de las Comunidades Auténomas no serfa necesaria,
aunque podria asegurarse minimamente mediante la incorporacién del Obser-
vador de las Comunidades Auténomas; en el supuestos de competencias com-
partidas o concurrentes deberia existir una presencia suficiente, cuantificable a
la vista de la composicién de cada representacién; y, por ultimo, en el caso de
competencias exclusivas de las Comunidades Auténomas, la presencia de éstas
podria incrementarse. La presencia de las Comunidades Auténomas habria de
intentarse garantizar en los distintos niveles de negociacién, y siempre que ello
sea materialmente posible, desde en grupos y comités de trabajo hasta en los
Consejos.

La siguiente cuestién que surge a la hora de pensar en la participacién exter-
na de las Comunidades Auténomas en los asuntos comunitarios europeos es la
de cémo organizar esa participacién. Este es otro de los problemas cuya solu-
cién vendrd marcada, en buena medida, por la forma en que, con caricter gene-
ral, se organicen las relaciones horizontales entre Comunidades Auténomas.
Muchas son las variables que habri que valorar, como el niimero de represen-
tantes que las corresponda en cada caso, o el alcance general, parcial o singular
de los temas a debatir, por citar slo dos de esas variables. En aquellas cuestio-
nes de alcance estrictamente singular, por afectar a una sola Comunidad Auté-
noma, la solucién parece sencilla: esta Comunidad se integrari en la delegacién,
aunque, en todo caso, debiera existir, al menos, una obligacién de informacién
al resto de las Comunidades Auténomas por la incidencia que la intervencién
de la Comunidad afectada pudiera tener sobre intereses o competencias de las
demdis. En los otros casos, es muy dificil establecer reglas generales aplicables a
todos los supuestos. A priori, dos parecen ser los criterios a seguir, criterios que
no son completamente incompatibles: uno flexible, que dejaria en cada caso a
los érganos de coordinacién interautonémica la designacién de qué Comunidad
o Comunidades habrian de participar; el otro, més rigido, supondria el estable-
cimiento de reglas predeterminadas atendiendo a criterios fijos: rotaciones, elec-
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cién por mayorias, reparto por materias, establecimiento de 6rganos técnicos
propios, etc... En el caso de que se creara la institucién del Observador de las
Comunidades Auténomas, parece claro que su presencia en muchas de las dele-
gaciones seria conveniente. '

Baste este apunte para una cuestién muy prolija que, hay que insistir en ello,
es dificilmente programable en abstracto. En todo caso, hay que tener presente
que una decisién, ademis de ponderar las variables previamente citadas, ha de
tener presentes determinados principios constitucionales que la enmarcan, entre
los que cabe destacar el de igualdad de las Comunidades Auténomas y las posi-
bles diferencias de titulos competenciales entre ellas.

. Ahora bien, la cuestién central en esta materia no es la del nimero de miem-
bros de la delegacién espafiola que procedan del Estado y de las Comunidades
Auténomas, ni, tampoco, la de cémo organizar la presencia de éstas, sino su pa-
pel respectivo dentro de esa delegacién. La interpretacién llevada a cabo por el
Tribunal Constitucional del titulo competencial relaciones internacionales, co-
mo se ha visto, hace que deba incluirse en su seno la politica comunitaria, enten-
dida como el conjunto de las grandes lineas de actuacién y negociacién espafiola
en el seno de la Unién Europea; esta interpretacidn resulta, por otra parte, con-
gruente con el caricter intergubernamental de los foros de decisién dltima y con
el caricter preponderantemente interestatal que atin hoy posee el proceso de in-
tegracién europea. Esta inclusién conduce a que deban existir, en la linea de lo
que se ha hecho en otros ordenamientos, unos instrumentos minimos que per-
mitan a los poderes centrales, titulares de la competencia en materia de relacio-
nes internacionales, garantizar la coherencia de la politica comunitaria. Asf, pa-
rece razonable que, en todo caso, en la delegacién espafiola una parte de la
misma proceda de los poderes centrales, y ello aunque se traten exclusivamente
materias de competencia exclusiva y plena de las Comunidades Auténomas; de
esa forma se garantiza también que el Estado pueda ejercer correctamente sus
competencias en materia de politica exterior. Mds discutible parece a algunos
que, también en todo caso, deba un representante del poder central ocupar la
cabeza de la delegacién espafiola. Sin embargo, y al menos mientras se desarro-
lla el sistema, el que la presidencia o coordinacién de la delegacién la ostente
siempre un representante del Estado no parece ni absurdo ni carente de algiin
fundamento constitucional. Y ello porque ésta es una forma, no la tnica, de
compaginar las respectivas posiciones constitucionales del Estado y de las Co-
munidades Auténomas. Excepcionalmente, podria resultar conveniente que el
Estado cediera para asuntos concretos la presidencia a un representante auton-
mico; piénsese, por ejemplo, en una comisién, comité o, incluso, Consejo en el
que se trata una materia que afecta exclusivamente a una Comunidad Auténoma.

Para acabar con este apartado, podria sefialarse la conveniencia de proceder
a algtin tipo de practica experimental que permitiera ir ajustando un sistema de
participacid¢n de las Comunidades Auténomas antes de su formalizacién y ex-
tensién a los distintos dmbitos de actuacién; el establecimiento de un sistema de
participacién en el seno de un Consejo determinado (y en los correspondientes
érganos preparatorios) podria constituir un buen laboratorio para esa prictica.
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La articulacion entre Comunidades Auténomas

La puesta en funcionamiento de mecanismos de participacién de las Comu-
nidades Auténomas en la formacién de la politica comunitaria espafiola pone de
manifiesto una de las deficiencias basicas de nuestro modelo de descentraliza-
cién territorial: la indefinicién del sistema de relaciones interautonémicas. Se
trata, como es bien sabido, no tanto de un problema técnico-administrativo, si-
no de una cuestién politica que estd en la esencia misma del Estado de las Auto-
nomias. El tema tiene su raiz en la previa cuestién politica, a la que ya se ha he-
cho referencia, de definicién del sistema de relaciones entre Comunidades
Auténomas y Estado, y el 4mbito de la politica comunitaria europea no es mis
que uno de los muchos en los que se plantea, aunque por su naturaleza, puede
resultar en buena medida paradigmatico.

Desde un punto de vista meramente tedrico, la opcién por un modelo bilate-
ral o multilateral de relaciones entre el Estado y las Comunidades Auténomas
repercute de forma directa en el sistema de relaciones entre éstas, ya que, en el
primer caso, seria posible prescindir de estas relaciones (aunque no las excluya),
mientras que un modelo multilateral las impondria de forma necesaria. Como se
ha visto, el disefio de relaciones entre Estado y Comunidades Auténomas res-
ponde a un modelo mixto, en el que, sin embargo, predominan las relaciones
multilaterales, quedando las bilaterales como complementarias. A partir de este
dato, resulta evidente que, dificilmente, podrin las Comunidades Auténomas
desarrollar en toda su extensién las posibilidades que un modelo asi otorga si no
existe concertacién y coordinacidn entre ellas. Aqui se ve cémo la politica
europea resulta paradigmitica; en esta linea, el Acuerdo sobre participacion in-
terna de las Comunidades Auténomas en los Asuntos Comunitarios enropeos a
través de las Conferencias Sectoriales establece como e]e de la participacién de
los entes territoriales el concepto de “posicién comiin”. Cualquiera que sea el
contenido que deba darse a este concepto, tema al que se hard referencia de in-
mediato, parece obvio que posiciones comunes exigen previos procesos de con-
certacién entre quienes deben definirlas, procesos que van desde el intercambio
de informacién y opiniones hasta su manifestacién formal, pasando por la nego-
ciacién y adopcién de esa posicién.

En la actualidad, y frente a lo que sucede también en otros paises, no existen
casi instrumentos que articulen las relaciones horizontales de las Comunidades
Auténomas ni con caricter general, ni, en concreto, en materia comunitaria eu-
ropea. Ello no significa que no haya contactos informales entre autoridades au-
tonomlcas, esta es una practica habitual previa a las reuniones en los foros de rela-
cién con el Estado y, en concreto, en la Conferencia para Asuntos Relacionados
con las Comunidades Europeas. Sin embargo, su insuficiencia es clara y parece
absolutamente necesaria la creacién de un sistema articulado, aunque flexible,
de relacién. Las exigencias que impone el Acuerdo en materia comunitaria pue-
de servir para que sea en este terreno donde puedan ponerse en funcionamiento, -
aunque sea con caricter experimental, un sistema de relacién horizontal. Es
més; cabria, incluso, plantearse si desde el punto de vista constitucional no re-
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sulta obligado. En efecto, si se acepta el fundamento constitucional de la partici-
pacién autonémica en la politica europea al que se hacia referencia previamente,
al menos respecto de algunas materias esa participacién implica el ejercicio
conjunto por las Comunidades Auténomas de competencias propias y no un
mero ejercicio de un derecho de participacién en competencias estatales; es
claro en el caso de competencias exclusivas y plenas atribuidas a las Comuni-
dades Auténomas.

En conclusién, pues, razones politicas, técnicas y constitucionales hacen ne-
cesaria la creacién de foros interautonémicos que permitan participar, a su vez,
en los foros de relacién con el Estado; otra cosa supone, politicamente, debilitar
la posicién de las Comunidades Auténomas por falta de coordinacién; técnica-
mente llegar con posiciones menos sélidas y dificultar la toma de decisién final;
constitucionalmente, la falta de coordinacién horizontal siempre va a repercutir
en un aumento de potestades para el Estado, que, de una forma u otra, ha de su-
plir las deficiencias de las posiciones comunes. Ahora bien, igual que sucede
respecto de las relaciones entre el Estado y las Comunidades Auténomas, no
puede aislarse el problema de la articulacién entre éstas en materia comunitaria
del problema politico mis amplio de su articulacién general. No es éste el lugar
para abordar esta cuestién; por ello, y a partir de las ideas hasta ahora expuestas,
y a efectos meramente dialécticos, podrian hacerse algunas propuestas en este
terreno para su eventual discusién, que, en todo caso habrian de verse rectifica-
das a partir de un disefio global de relaciones entre Comunidades Auténomas
para adecuarse a éste.

- La primera propuesta, es la de incitar a las Comunidades Auténomas a
estudiar un sistema de relaciones entre ellas en materia comunitaria, que pudie-
ra, incluso, servir de experiencia para aplicar, mis adelante, a otras materias.

2%.- En segundo lugar, ese sistema de relaciones debiera correr paralelo al
existente con el Estado ya que buena parte del sentido de las relaciones interau-
tondmicas, aunque no todo, esti precisamente en la conveniencia de articular
voluntades de cara a la relacién con los poderes centrales. Por eso, la fé6rmula
mis adecuada podria ser la creacién de Conferencias de Comunidades
Auténomas de tipo sectorial, paralelas a las Conferencias Sectoriales; en materia
europea, deberia completarse con una Conferencia Interautonémica de Coordi-
nacion de Asuntos Europeos, paralela a la Conferencia para Asuntos Comuni-
tarios. Mas all4, atin, el sistema debiera cerrarse con una Conferencia de Presi-
dentes, tal y como han reivindicado desde hace tiempo algunas Comunidades
Auténomas y quedé aprobado en el dltimo debate del Estado de las Autonomi-
as. El modelo austriaco es este punto puede resultar interesante como punto de
referencia.

No obstante, no hay que olvidar que si la reforma del Senado llevara a una
segunda cdmara del tipo del Bundesrat alemin, consolidando un foro de concer-
tacién y decisién politica de los ejecutivos autonémicos, el modelo podria revi-
sarse al contar en el propio aparato estatal con-el instrumento para dicha con-
certacién, evolucionando, pues, en la linea de la Repiiblica Federal de Alemania.
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3%- Las anteriores propuestas no deberian ponerse en funcionamiento de
forma inmediata y contemporinea. Por el contrario, para rodar el sistema y evi-
tar fracasos de alto riesgo politico, resultaria conveniente establecer experiencias
pilotos; el caricter general, pero no de méximo nivel politico, de los asuntos co-
munitarios, podria aconsejar que fuera ésta la experiencia piloto, quizd comple-
tada con alguna de tipo sectorial. En este tltimo terreno, un titulo material en el
que las competencias correspondan en exclusiva a las Comunidades Auténomas
resultaria el mis adecuado por poseer mayor riqueza politica y técnica la rela-
cién interautonémica y la establecida con el Estado. Una Conferencia Sectorial
que trabaje satisfactoriamente podria ser la adecuada para desarrollar la “expe-
riencia piloto”.

4%.- Una de las primeras tareas que, en todo caso, deberian abordar las Co-
munidades Auténomas serfa la de dar un contenido més acabado al concepto de
“posicién comiin” utilizado en el Acuerdo sobre su participacién interna en los
asuntos comunitarios. El Acuerdo establece que “se entiende por posicion co-
miin de las Comunidades Autnomas el resultado alcanzado, tras agregar o con-
certar sus respectivas posturas, por aquellas Comunidades Auténomas cuyas
competencias estdn afectadas por el asunto comunitario en cuestion y que se hu-
bieran pronunciado de forma expresa sobre su contenido”. Esta definicién deja
pricticamente imprejuzgada la forma de agregar o concertar las posturas de las
Comunidades Auténomas, y ello porque el Acuerdo no puede resolver esta
cuestién al tratarse de un tema de relaciones interautonémicas en sentido estric-
to y no de relaciones con el Estado, aunque afecte a éstas.

Para determinar qué debe entenderse por “posicién comin” hay que co-
menzar sefialando que la propia expresién parece excluir un sistema de simples
mayorias, tendiendo a buscar posturas de naturaleza mis consensuada. Por otra
parte, pensar en la exigencia de un absoluto consenso siempre puede llevar a ha-
cer inoperativo el sistema ya que hay que concertar, a menudo, hasta diecisiete
voluntades. Una férmula ya existente es la prevista en el Reglamento Interno de
la Conferencia para Asuntos relacionados con las Comunidades Europeas para
determinar los votos exigidos a las Comunidades Auténomas para adoptarse
acuerdos: mayoria de las Comunidades, siempre que no se opongan expresa-
mente cuatro. Esta férmula, razonable como medio para garantizar el funciona-
miento de una institucién, sigue respondiendo a la idea de mayorias y, por ello,
no casa, tampoco, con lo que ha de ser una “posicién comin”. Una posible fér-
mula, en la linea de lo que existe en otros paises, seria exigir un minimo de vo-
tos favorables (mitad mds uno, por ejemplo) y la no oposicién expresa de nin-
guna Comunidad. Este no ejercicio de un derecho de veto es el minimo que
parece confirmar la idea de consenso, haciendo ademais viable el funcionamiento
del sistema de concertacién puesto que, politicamente, es muy distinto el voto
expreso en contra que el no ejercicio del veto.

5°,.- Otra de las cuestiones que debe abordarse por las Comunidades Aut6-
" nomas ante el establecimiento de un hipotético sistema de concertacién entre
ellas es el de la infraestructura de esa concertacién: reparto de gastos, estableci-
miento o no de una Secretaria permanente, sede fija o no, bancos de datos co-
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munes, etc... A ello debe unirse el tema de las reglas de funcionamiento interno
de los 6rganos que pudieran crearse. Por no tratarse de una cuestién estricta-
mente encuadrable en el marco de la politica comunitaria, no va a tratarse aqui.
Conviene, no obstante, poner de manifiesto que puede tener alguna incidencia
concreta en este terreno, en especial, si se crea alguna figura de la naturaleza del
Observador de las Comunidades Auténomas; en principio, las reglas generales
de funcionamiento y de establecimiento de infraestructuras deberian aplicarse a
todo lo que se refiera a cuestiones comunitarias: reparto de gastos, régimen de
mayorias para adopcién de acuerdos, hipotéticos sistema de rotaciones para re-
presentar a las Comunidades Auténomas, etc... No obstante, no hay que des-
cartar que algunas de las materias de relevancia comunitaria puedan encuadrarse
entre las especialmente importantes a los efectos de las decisiones que deban
adoptarse; asi, por ejemplo, parece que si se estableciera una institucién como el
Observador de las Comunidades Auténomas su designacién pudiera hacerse
exigiendo mayorias cualificadas o, incluso, buscando compaginar intereses de
distintas Comunidades Auténomas mediante su configuracién como érgano
pluripersonal.

Hasta aqui el planteamiento de algunas cuestiones que, como se ha sefialado
previamente, tienen sélo por objeto sugerir algunos elementos de discusién de ca-
ra a ir dando un contenido més concreto a lo que en el titulo se ha denominado la
“integracién descentralizada”. Lo importante no es que lo aqui propugnado
se parezca a una realidad futura, sino contribuir a que esa realidad futura se va-
ya fraguando,



ANEXO: ACUERDO DE LA CONFERENCIA PARA ASUNTOS
RELACIONADOS CON LAS COMUNIDADES EUROPEAS SOBRE
LA PARTICIPACION INTERNA DE LAS COMUNIDADES
AUTONOMAS EN LOS ASUNTOS COMUNITARIOS EUROPEOS A
TRAVES DE LAS CONFERENCIAS SECTORIALES.

(30 de Noviembre de 1994)

L. Las Administraciones presentes en la Conferencia para Asuntos Relacio-
nados con las Comunidades Europeas acordaron en la reunién celebrada el dia
29 de octubre de 1992 la institucionalizacién de Ja Conferencia para lograr un
objetivo considerado fundamental: acometer, con arreglo al principio de coope-
racién, la solucién progresiva de las cuestiones que plantea la participacién
de las Comunidades Auténomas en la elaboracién y aplicacién del Derecho y
las politicas comunitarias europeas.

El apartado cuarto del Acuerdo de Institucionalizacién de la Conferencia
determina que corresponde a la misma “El impulso y seguimiento del progresi-
vo desarrollo del esquema de participacién de la Comunidades Auténomas apli-
cable, a través de la respectiva Conferencia Sectorial o instrumento equivalente,
en cada una de las politicas comunitarias que afecten a las competencias de
aquéllas. El esquema comprenderé los procedimientos de cooperacién para ha-
cer efectiva la intervencién y participacién de las Comunidades Auténomas, tanto
en la fase de definicién de la posicién espafiola en los procesos de adopcién de de-
cisiones por las instituciones comunitarias, como en la fase de aplicacién en
nuestro pafs del Derecho comunitario y del contenido de las politicas comuni-
tarias”.

I Para el desarrollo de este cometido propio de la Conferencia, se ha esti-
mado necesario establecer un procedimiento marco en el que se determine el
contenido necesario de esa participacién de las Comunidades Aut6nomas, tanto
en lo que respecta a la fase ascendente como en lo relativo a la fase descendente.

El contenido del presente Acuerdo se circunscribe a la dimensién interna de
la participacién, respondiendo a la linea de trabajo emprendida por la Confe-
rencia y en consonancia con la mocién aprobada al respecto por el Pleno del Se-
nado, en su sesién de 28 de setiembre de 1994 sobre el Estado de la Autonomias
que, a su vez y en lo que respecta a la dimensién externa de la participacién, se-
fiala como objetivo “el hacer factible que a partir de la prictica de la participa-
cién de las Comunidades Auténomas en cada Conferencia Sectorial, se genere
la experiencia necesaria para articular, como elemento complementario de esa
participacién, la inclusién, cuando se considere procedente, de representantes
de las Comunidades Auténomas o de expertos en la delegacién espafiola que
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acuda a debatir ante los organismos comunitarios sobre temas que incidan en
competencias autonémicas”.

III. Considerando lo anterior, la Conferencia en su reunién de 30 de no-
viembre de 1994, adopta el siguiente

ACUERDO
Principios generales

Primero.- El presente Acuerdo tiene por objeto establecer el contenido ne-
cesario de la participacién de las Comunidades Auténomas en los asuntos co-
munitarios europeos a través de las Conferencias Sectoriales, determinando el
procedimiento marco de cooperacién que cada Conferencia Sectorial debe apli-
car tanto en lo que respecta a la fase ascendente, de formacién de la voluntad del
Estado en el seno de la Unién Europea, como en la descendente de aplicacion
del Derecho comunitario europeo y de los actos de las instituciones.

Segundo.- A efectos de lo establecido en este Acuerdo y siempre que no se
especifique, se entiende por Conferencia Sectorial tanto el Pleno del 6rgano
de esa naturaleza como el conjunto de érganos de cooperacién multilateral de
nivel inferior que, encuadrados directa o indirectamente en la Conferencia, pue-
dan desarrollar en la prictica el contenido del procedimiento marco. Cada Con-
ferencia Sectorial desarrollari el procedimiento marco concretando su dmbito
material, especificando los diversos elementos del procedimiento, y modulando
su aplicacién a tenor de las exigencias de la distribucién de competencias y de la
respectiva politica comunitaria.

En tanto no se produzca dicho desarrollo, serin de aplicacién, por su caréc-
ter de contenido necesario, los compromisos que para la Administracién del Es-
tado y que para las Administraciones de las Comunidades Auténomas resultan
del procedimiento marco establecido en este Acuerdo.

Tercero.- 1. En el desarrollo por cada Conferencia Sectorial del procedi-
miento marco deberi ser tenida en cuenta, a efectos de determinar el grado de
intensidad y el contenido concreto de la participacién de las Comunidades Au-
ténomas, la naturaleza y el nivel de competencias, tanto de las asumidas por las
Comunidades Auténomas como de las reservadas al Estado.

1.1. Cuando el asunto comunitario europeo afecte exclusivamente a las com-
petencias reservadas del Estado y las Comunidades Auténomas invoquen su in-
terés, la Administracién del Estado les informard oportunamente en el marco de
la Conferencia Sectorial respectiva.

1.2. Cuando los aspectos esenciales de un asunto comunitario afecten a las
competencias legislativas exclusivas de las Comunidades Auténomas, si en el
procedimiento de concertacién interno, previo a la decisién del Consejo, se ha
llegado a una posicién comiin entre ellas, ésta sera tenida en cuenta de forma
determinante a efectos de fijar la posicién negociadora inicial del Estado.
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1.3. En aquellos asuntos que incidan sobre competencias compartidas o con-
currentes del Estado y de las Comunidades Auténomas, en los que previamen-
te a la decisién del Consejo exista un acuerdo entre la posicién comiin de las
Comunidades Auténomas y la posicién de la Administracién del Estado, tal
acuerdo seri determinante a efectos de fijar la posicién negociadora inicial del

Estado.

2. En los supuestos 1.2 y 1.3, si la posicién del Estado experimentase varia-
cién sustancial como consecuencia del proceso de negociacién comunitaria,
siempre que los plazos lo permitan, la Administracién del Estado, en el seno de
la respectiva Conferencia Sectorial, informara a las Comunidades Auténomas
sobre la modificacién para facilitar una nueva posicién comiin de éstas y, en su
caso, su acuerdo con la posicién de la Administracién del Estado. Cuando los
plazos no lo permitan, la Administracién del Estado, a solicitud de las Comuni-
dades Auténomas, explicard los motivos de que la posicién expresada por el Es-
tado en el seno del Consejo haya variado respecto de la inicialmente acordada.

3. En el supuesto de que las decisiones sean susceptibles de originar aumen-
to de gasto o disminucién de ingresos de las Administraciones Piblicas, la posi-
cién comin de las Comunidades Auténomas se consensuaré con la posicion de
Ja Administracién del Estado.

4. En aquellos asuntos en los que no hubiese alcanzado una posicién comiin
por parte de las Comunidades Auténomas, la Administracién del Estado tomari
conocimiento de los argumentos expresados por las Comunidades Auténomas.

Cuarto.- A los efectos del procedimiento de participacién, se entiende por
posicién comin de las Comunidades Auténomas el resultado alcanzado, tras
agregar y concertar sus respectivas posturas, por aquellas Comunidades Auté-
nomas cuyas competencias estén afectadas por el asunto comunitario en cues-
tién y que se hubieran pronunciado de forma expresa sobre su contenido.

Quinto.- Las Conferencias Sectoriales deberin incluir entre sus actividades
los asuntos comunitarios europeos que, en las respectivas materias, tengan rela-
cién con la elaboracién y ejecucién de las politicas comunitarias.

Para la atribucién de los asuntos a cada una de las Conferencias Sectoriales
se tendrd en cuenta la tabla de correspondencias entre politica comunitaria,
Consejo de Ministros especializado y Conferencia Sectorial que figura en el
Anexo de este Acuerdo.

Cuando con arreglo del sistema anterior no pueda hacerse efectiva en una
Conferencia Sectorial la participacién de las Comunidades Auténomas en de-
terminado asunto comunitario, serd de aplicacién, siempre que no resulte facti-
ble arbitrar un mecanismo ad hoc, lo establecido en el apartado cuarto 1.2% ¢)
del Acuerdo de Institucionalizacién de la Conferencia para Asuntos Relaciona-
dos con las Comunidades Europeas.

Sexto.- Los Plenos de las Conferencias Sectoriales deberin dejar constancia
en acta del desarrollo de las reuniones y contenido de los acuerdos adoptados.
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Séptimo.- Con caricter general y con respecto al tratamiento de los asuntos
comunitarios europeos, el Pleno de las Conferencias Sectoriales se reuniri al co-
mienzo de cada semestre para analizar el programa expuesto por el representan-
te del Estado miembro que en ese tiempo ejerce la Presidencia del Consejo. Asi-
mismo, la Conferencia para Asuntos Relacionados con las Comunidades
Europeas deberd convocar esta reunién al inicio de cada Presidencia.

A salvo de lo que se determine por cada Conferencia Sectorial, como regla
general corresponderi a los érganos de cooperacién de representacién técnica, el
tratamiento de los asuntos que no requieran especificamente reunién plenaria.

Octavo.- La aplicacién en cada Conferencia Sectorial del procedimiento de
participacién debera garantizar el mantenimiento de la capacidad de accién del
Reino de Espafia y de una gestién flexible de las negociaciones.

Noveno.- La Administracién del Estado y las Administraciones de las Co-
munidades Auténomas se facilitaran entre si, en el seno de las Conferencias
Sectoriales, la informacién y documentos que sean necesarios para hacer efec-
tivo el procedimiento de participacién tanto en su fase ascendente como en la
descendente.

Participacién de las Comunidades Auténomas en la fase de formacién de la
voluntad del Estado

Décimo.- La participacién de las Comunidades Auténomas en la fase de
formacién de la voluntad del Estado tendrd como contenido necesario el que a
continuacidn se establece:

1. La Conferencia Sectorial remitird sin dilacién a las Comunidades Auténo-
mas la propuesta de la Comisién fijando, en funcién de los plazos de tramita-
cién en el Consejo, un término para expresar su postura.

2. De conformidad con el sistema que acuerde cada Conferencia Sectorial, o
en su defecto siempre que lo solicite al menos una Comunidad Auténoma, la
propuesta de la Comisién deberd incluirse en el orden del dia del érgano espe-
cializado de la Conferencia —comisién, grupo de trabajo, o reunién ad hoc— a
efectos de su deliberacién y consideracién conjunta entre la Administracién del
Estado y las Administraciones de las Comunidades Auténomas.

3. La Conferencia Sectorial informari regularmente a las Comunidades Au-
ténomas de la evolucién de la propuesta de la Comisién en el seno del Consejo.

4. En los procedimientos de cooperacién y codecisién, las Comunidades
Auténomas serin informadas de todas las sucesivas modificaciones que se
produzcan a lo largo del proceso de adopcién de la iniciativa.

En el caso de convocatoria del Comité de Conciliacidn previsto en el proce-
dimiento de codecisién se informard a las Comunidades Auténomas sobre sus
deliberaciones.
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5. La Conferencia Sectorial remitird sin dilacién a las Comunidades Auténo-
mas el texto de la propuesta de la Comisién que se incluya en el orden del dia
del Consejo.

6. La Conferencia Sectorial remitiré sin dilacién a las Comunidades Auténo-
mas el orden del dia provisional de la sesién del Consejo. Teniendo en cuenta el
contenido del orden del dia y el resultado del procedimiento de participacién desa-
rrollado, cada Conferencia Sectorial valorari la oportunidad de una reunién del
Pleno de la misma antes de la sesién del Consejo.

Participacién de las Comunidades Auténomas en la fase descendente
de aplicacién del derecho comunitario europeo y de los actos de las
instituciones

Decimoprimero.- En el marco del principio de autonomfa institucional que
rige en todos los Estados miembros en lo relativo al cumplimiento de las obliga-
ciones derivadas de los Tratados, asi como del principio de que la aplicacién en
Espafia del Derecho comunitario europeo debe llevarse a cabo conforme a
la distribucién de competencias resultante del bloque de constitucionalidad, la
Administracién del Estado y las Administraciones de las Comunidades Auté-
nomas se comprometen a residenciar en la respectiva Conferencia Sectorial el
tratamiento con arreglo al principio de cooperacién de todos aquellos asuntos
de mutuo interés relacionados con la aplicacién del Derecho comunitario euro-
peo y de los actos de las instituciones.

Decimosegundo.- La participacién en la fase descendente implica, como
contenido necesario, los siguientes compromisos relativos a la aplicacién del
Derecho comunitario europeo y de los actos de las instituciones.

1. Cuando la aplicacién consista en la aprobacién de normas.

1.1. Las Administraciones que proyecten la aprobacién de una norma, bien
para desarrollar o completar un reglamento de decisién comunitario, bien para
efectuar la transposicién de una directiva comunitaria, pondrin en conocimien-
to de la Conferencia Sectorial el texto del proyecto.

1.2. Cuando en la Conferencia Sectorial la Administracién del Estado y las
Administraciones de las Comunidades Auténomas coincidan en la necesidad de
dar un contenido semejante o equivalente al proceso normativo interno derivado
de la aplicacién del Derecho comumtarlo, la cuestién seri incluida en el or-
den del dfa del correspondiente érgano especializado de la Conferencia Sec-
torial al objeto de elaborar una propuesta de acuerdo y elevarla al Pleno de la
Conferencia.

2. Cuando la aplicacién consista en la ejecucién de actuaciones administra-
tivas.

2.1. La Administracién del Estado y las Administraciones de las Comunida-
des Auténomas se informarin regularmente, a través de la Conferencia Secto-



620 SEGUNDA PARTE: EL ESTADO DE LAS AUTONOMIAS EN 1994

rial, de aquellas actuaciones administrativas en proyecto o en curso que se deri-
ven de la aplicacién del Derecho comunitario.

2.2. Cuando en la Conferencia Sectorial la Administracién del Estado o la
Administracién de las Comunidades Auténomas propongan la necesidad de dar
un contenido semejante o equivalente al proceso de ejecucién administrativa en
aplicacién del Derecho comunitario, la cuestién seré incluida en el orden del dia
del correspondiente érgano especializado de la Conferencia Sectorial al objeto
de elaborar una propuesta de acuerdo y elevarla al Pleno de la Conferencia.

3. Cuando la aplicacién consista en el desarrollo de programas comunitarios.

3.1. La Administracién del Estado informara regularmente a las Administra-
ciones de las Comunidades Auténomas, a través de la Conferencia Sectorial, de
aquellos programas comunitarios que gestione, abiertos o no a la participacién
de las Comunidades Auténomas.

3.2. Las Administraciones de las Comunidades Auténomas informarin re-
gularmente a la Administracién del Estado de su participacién en aquellos

programas comunitarios que no sean coordinados por la Administracién del
Estado.



